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Visto:

Los artículos 8°, 15° y 21° de la Ley N° 8369 - Ley de Procedimientos Constitucionales, el artículo 91 de la Ley 7046; 1° de la Ley 9344; 11° y 12° de la Ley 9359 y la emergencia económica, financiera, social, sanitaria en el ámbito público y privado declarada por la Ley 9382, y en el orden nacional declarada por la Ley 25.561; y

Considerando:

Que el texto actual del artículo 8° de la Ley 8369, dispone que cuando el destinatario del mandamiento es el Estado Provincial, el Juez o Tribunal determinará prudencialmente el plazo para su contestación, el que no podrá exceder de siete días;

Que ello ha motivado que en la mayoría de los casos, los magistrados opten por fijar términos menores, lo cual significa un verdadero inconveniente para el estado demandado, que muchas veces no pueden contar en tiempo y forma con los informes de sus organismos involucrados en la demanda. Tal situación se agrava por la existencia de los feriados prolongados, en los cuales la actividad de las oficinas es casi nula;

Que en el entendimiento de que llevar el plazo al máximo de siete días previsto en el texto actual, importará un beneficio no sólo para el demandado, sino también para el amparista y el propio Tribunal, que contará con mayores y mejores elementos de convicción para el dictado de la sentencia y por ende la correcta tutela de los derechos del actor;

Que por tal motivo se propicia la reforma del Art. 8° de la Ley N° 8369, en la forma comentada;

Que la segunda modificación que se propone, tiene por finalidad otorgarle al recurso de apelación previsto en el Art. 15°, el carácter de suspensivo, cuando el apelante sea el Estado Provincial; 

Que en el mismo sentido la Ley de Amparo Nacional 16.986, prevé que la concesión del recurso de apelación es en ambos efectos, interpretándose tal expresión que la sentencia estimatoria no podrá ejecutarse hasta tanto recaiga sentencia definitiva (Juicio de amparo y acción... Salgado - Verdaguer, 2da. edición, Pág. 222 y sig. Ed. Astrea);

Que ello obedece a los serios inconvenientes que origina el cumplimiento de la manda judicial, sobre todo cuando ésta determina plazos sumamente breves para su ejecución. A título de ejemplo, traemos a colación los innumerables casos en que ha sido necesario realizar modificaciones presupuestarias de cierta magnitud, para dar cumplimiento a las sentencias que condenaban al pago de sumas de dinero;

Que el plazo de diez días que tiene el Tribunal de Alzada para resolver la apelación, conforme al artículo 16° de la Ley N° 8369, en su actual redacción es realmente breve, por lo que consideramos que es conveniente contar con el pronunciamiento definitivo del más alto tribunal en la jurisdicción provincial;

Que se ha considerado conveniente dejar expresamente sentado que en caso de cumplimiento de la sentencia por parte del Estado Provincial, ello no importará el desistimiento del recurso ni tornará la cuestión abstracta, a menos que éste lo solicitare expresamente. Ello sería, por ejemplo, en la hipótesis de que el accionado considerara necesario cumplir con la prestación ordenada en primera instancia, cuando la trascendencia institucional del asunto así lo aconsejara;

Que el cúmulo de acciones judiciales que soporta el Estado Provincial, afecta seriamente la prestación de servicios esenciales e impide el normal desenvolvimiento de la Administración Pública Provincial;

Que se han remitido proyectos de leyes a la H. Legislatura propiciando las modificaciones y/o adecuaciones legislativas que en el presente se reglamentan;

Que como lo señala la doctrina "la administración moderna se encuentra fuertemente vinculada por el principio de eficacia como condición de legitimidad de su actuación, regida a su vez por los principios de permanencia, continuidad y obligatoriedad: el ejecutivo carece de la opción de obrar o no hacerlo, ligado como está por el deber positivo de actuación, y si quisiera esperar en cada caso la indicación de la ley, podría perder el momento adecuado para su intervención, ya que las leyes captan normalmente muy tarde las situaciones de necesidad... en las que precisamente una sociedad democrática espera más impacientemente su resolución por parte del Estado, lo que significa especialmente por parte de la administración pública..." (Administración y División de Poderes", Oddone, Guillermo, Pág. 57);

Que como acertadamente lo señala Pérez Hualde ("Decretos de necesidad y urgencia", Ed. Depalma, Pág. 147), antes de la reforma constitucional, tanto la doctrina como la jurisprudencia parecieron limitarse al silogismo: el decreto de necesidad y urgencia es un modo de enfrentar la emergencia política, es una norma de emergencia, como una ley de emergencia... ergo los decretos de necesidad y urgencia tienen los mismos límites que las leyes de emergencia;

Que la Corte Suprema de Justicia, con relación a la doctrina elaborada a partir del caso "Peralta" ED 141:519, tuvo por superados los reproches constitucionales vinculados al origen de la norma, equiparando los poderes al afirmar que la cuestión gira alrededor de las facultades de los Poderes Ejecutivo y Legislativo ante situaciones de emergencia, reiterando la aplicabilidad de la doctrina judicial norteamericana y local sobre los poderes y leyes de emergencia;

Que la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo precitado ha sostenido que "...cuando una situación de crisis o de necesidad pública exige la adopción de medidas tendientes a salvaguardar los intereses generales, se puede sin violar ni suprimir las garantías que protegen los derechos patrimoniales, postergar dentro de límites razonables, el cumplimiento emergente de derechos adquiridos";

Que en el derecho público nacional la cuestión queda reconocida definitivamente con la reforma de la Constitución Nacional de 1994, con la sanción el artículo 99 Inc. 3 y normas concordantes;

Que en el Derecho Público Provincial local no existe una previsión constitucional o legal expresa por lo que resulta aplicable la doctrina y jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación vigente con anterioridad a la reforma de la Constitución Nacional, plenamente aplicable;

Que no obstante lo expresado precedentemente, en el presente no se regula sobre las materias expresamente excluidas en el orden nacional, por compartirse el criterio del constituyente en cuanto a la limitación que deben contener estas normas excepcionales;

Que en consecuencia y con carácter de reglamentación excepcional de necesidad y urgencia, debe modificarse y/o suspenderse la aplicación de las normas referidas en la parte resolutiva del presente mientras dure la emergencia declarada por la Ley 9382 y modificatoria, prorrogadas por Decreto N° 2466/02 y o la norma que la sustituya o amplíe;

Por ello;

El Gobernador de la Provincia en Acuerdo General de Ministros 

Decreta:

Art. 1° - Modifícanse transitoriamente y mientras dure la situación de emergencia conforme lo expresado en los considerandos del presente los artículos 8°, 15° y 21° de la Ley N° 8369, que quedarán redactados de la siguiente forma:

"Art. 8° - Mandamiento. Entablada la acción, si el Juez o Tribunal encontrare formalmente procedente, despachará mandamiento para que la autoridad o corporación a quien va dirigido, informe dentro del término que le fije, que no podrá exceder de tres (3) días, sobre la exactitud del hecho que motivó la demanda y en caso afirmativo la razón en que se funda su actitud. En aquél se hará saber a la accionada, bajo pena de nulidad, que la recepción del mandamiento importa el traslado correspondiente y la oportunidad para ser oída.

Si se tratare de la demanda contra un particular se observará idéntico procedimiento.

En el caso de que el destinatario del mandamiento fuera el Estado Provincial, el plazo para contestar el mismo será de siete (7) días, con más la ampliación que en razón de la distancia correspondiere conforme al artículo 155° del CPCyC.

En este supuesto, deberá asimismo notificarse al Fiscal de Estado de la Provincia, en su despacho oficial, a fin de posibilitarle que en igual término ejercite las atribuciones que constitucional y legalmente le competen, si los estimare necesario".

"Art. 15. - Recursos. Sólo serán apelables las sentencias definitivas y el rechazo de la acción por inadmisibles. El recurso tendrá efecto devolutivo pero el Tribunal de Grado podrá disponer de oficio la suspensión de la decisión recurrida.

Cuando el apelante sea el Estado Provincial, sus entes descentralizados o autárquicos, el recurso se concederá con efecto suspensivo.

El cumplimiento de la sentencia por parte del Estado Provincial, sus entes descentralizados o autárquicos, no importará el desistimiento del recurso ni tornará la cuestión abstracta, a menos que éste lo solicitare expresamente".

"Art. 21. - De los pedidos de informes y mandamientos judiciales. Los pedidos de informes y mandamientos judiciales extendidos en la acción de amparo serán cumplidos por los funcionarios, corporaciones, empleados públicos y particulares requeridos al efecto en el modo y el plazo que aquéllos establezcan, sin que valgan contra ellos la excusa de obediencia debida ni otra alguna. En las cuestiones de contenido estrictamente patrimonial los requerimientos se contestarán en días y horas hábiles administrativas y/o bancarias".

Art. 2° - Modifícase el artículo 91 de la Ley 7046 el que quedará redactado de la siguiente manera:

"Art. 91. - En las acciones previstas en la Ley 8369 sea o no susceptible la cuestión de apreciación económica, se regulará entre un mínimo de un (1) jurista a un máximo de diez (10) juristas. Cuando se trate de una cuestión novedosa o compleja el Juez apreciará fundadamente tal situación para apartarse del máximo indicado en el párrafo precedente".

Art. 3° - Agréguese como segundo párrafo del artículo 1° de la Ley 9344 el siguiente:

"En las acciones judiciales contra el Estado Provincial, sus entes descentralizados o autárquicos, de contenido exclusivamente patrimonial no procederá el dictado de medidas cautelares que afecten fondos públicos, las que sólo serán procedentes cuando haya pronunciamiento firme, pasado en autoridad de cosa juzgada".

Art. 4° - Suspéndese la aplicación de los artículos 11° y 12° de la Ley 9359 mientras dure la vigencia de la emergencia dispuesta por la Ley 9382, ampliada por la Ley 9392 y prorrogada por Decreto 2466/02 GOB, abonándose las remuneraciones del sector público en la proporción de pesos y letras de Tesorería Federal que permitan las disponibilidades de Tesorería.

Art. 5° - El presente decreto será refrendado por los señores Ministros Secretarios de Estado en Acuerdo General.

Art. 6° - El presente decreto se dicta con carácter de necesidad y urgencia y de orden público.

Art. 7° - Comuníquese, etc. - Montiel. - Berón. - Villaverde.
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